Corte Apelaciones Rancagua

ROL: 649-13

Absuelve Art. 8º

La Corte Determinó que si bien el Art. 8º reenvía la sanción a la falta del 50, como el consumo privado no esta sancionado, el tener plantas para ese mismo fin tampoco debe ser sancionado.
4. Que sin embargo, la cuestión fundamental no es la tipicidad porque, en efecto, puede argumentarse que la referencia al artículo 50 no tenga más fin que el de regular la pena, pero la conducta esté descrita íntegra en el artículo 8°. Sin embargo, lo central aquí es que lo que falta es la antijuricidad material, porque si la conducta de consumo privado y en solitario no puede afectar el bien jurídico salud pública, puesto que ni se hace circular la droga, ni se comparte con terceros, ni se entrega siquiera el posible ejemplo de consumo a espectadores transeúntes, indudablemente el tener plantas para ese mismo fin tampoco puede, en modo alguno, afectar al bien jurídico salud pública. Y  como el delito es un hecho típico pero además antijurídico, ocurre que la conducta imputada no constituye delito, lo que basta para concluir que se incurrió en un error de derecho al aplicar la ley, y acoger el recurso dictándose la correspondiente sentencia de reemplazo. 

Rancagua, catorce de enero de dos mil catorce. 

 
Siendo las 10.35 horas ante la Primera Sala de esta Iltma. Corte de Apelaciones integrada por los Ministros Titulares Sr. Raúl Mera Muñoz; Sr. Ricardo Pairicán García y Fiscal Judicial Sra. Marcia Undurraga Jensen, se lleva a efecto la audiencia pública del recurso de nulidad intentado por la defensa, contra la sentencia de 12 de diciembre de 2013,  dictada  por el  Tribunal de Garantía de Rengo. 

 
Asisten a la audiencia los abogados Sr. Leonardo Díaz por la defensa y Sr. Osvaldo Yáñez por el Ministerio Público.  

 
El recurrente, tras referir los antecedentes de hecho de la causa y reiterando las argumentaciones de su recurso, alega sobre la causal de nulidad contenida en el artículo 373 letra b) del Código Procesal Penal en relación a los artículos 8 y 50 de la Ley 20.000. A juicio de la defensa, el consumo del imputado es de carácter personal y próximo en el tiempo, razón por la cual lo que corresponde es anular la sentencia y el juicio. 


Por su parte, el Ministerio Público tras solicitar el rechazo del recurso, alega que la sentencia se encuentra ajustada a derecho y que no se advierte el vicio alegado por la defensa.   

 
De las íntegras alegaciones de los intervinientes da cuenta el registro de audio de esta Corte de Apelaciones, razón por la cual no serán transcritas en esta Acta. 

 
Luego que el representante del Ministerio Público y la defensa de Palominos Ortega hicieran uso de su derecho a réplica, el Tribunal procedió a deliberar, dictando  la resolución que a continuación se transcribe. 

 
Oídos los intervinientes, la Corte, por unanimidad, resuelve: 

Considerando: 

1. Que la defensa intenta el recurso de nulidad sobre la base de la causal de de infracción de ley a que se refiere el artículo 373 letra b) del Código Procesal Penal. Su recurso descansa sobre una hipótesis de hecho consistente en que las plantas de cannabis se tenían para el consumo personal, privado y en solitario, esto es, fuera de los márgenes de la tipicidad del artículo 50 de la Ley 20.000. 

2. Que lo primero que cabe determinar es si es ese el ámbito fáctico en que nos encontramos, dado que la Corte no puede modificar los hechos. Para concordar con la defensa la Corte tiene en consideración que el fallo determina, primero, que los hechos del requerimiento son efectivos, lo cual significa que las dos plantas de cannabis se encontraron dentro del domicilio del  imputado. En seguida, la sentencia no establece que concurrieran circunstancias demostrativas de intención de consumo público o la concurrencia de otras personas consumidoras que pudieran encuadrar el hecho en la hipótesis del artículo 50. 

3. Que lo definitivo para determinar que las plantas se tenían efectivamente para un consumo personal y privado, sin intervención de terceros, estriba en el hecho de que según el requerimiento también se encontraron en poder del imputado 14 gramos con 900 miligramos de marihuana, ya no en la planta misma. De haberse estimado que concurría el ánimo de consumir con otros o de hacerlo en lugar público, tendría que haberse requerido precisamente por la falta del artículo 50 respecto de esa droga, pero eso no se hizo, lo que implica que todo el conjunto, incluidas las plantas, no tenían más destino, en concepto del persecutor  y del juez, que el consumo privado y en solitario.

4. Que siendo así, viene ahora la cuestión jurídica de si el hecho es típico,  lo que es dudoso. Porque efectivamente el artículo 8° de la Ley 20.000 se remite, para cuando no se tienen las plantas con ánimo de tráfico, a las sanciones de los artículos 50 y siguientes. Ahora bien, remitirse a las sanciones de los artículos 50 y siguientes implica que se produzca la situación de esos artículos, es decir, que el consumo sea punible. 

5. Que sin embargo, la cuestión fundamental no es la tipicidad porque, en efecto, puede argumentarse que la referencia al artículo 50 no tenga más fin que el de regular la pena, pero la conducta esté descrita íntegra en el artículo 8°. Sin embargo, lo central aquí es que lo que falta es la antijuricidad material, porque si la conducta de consumo privado y en solitario no puede afectar el bien jurídico salud pública, puesto que ni se hace circular la droga, ni se comparte con terceros, ni se entrega siquiera el posible ejemplo de consumo a espectadores transeúntes, indudablemente el tener plantas para ese mismo fin tampoco puede, en modo alguno, afectar al bien jurídico salud pública. Y  como el delito es un hecho típico pero además antijurídico, ocurre que la conducta imputada no constituye delito, lo que basta para concluir que se incurrió en un error de derecho al aplicar la ley, y acoger el recurso dictándose la correspondiente sentencia de reemplazo. 

 
Y visto además lo dispuesto por el artículo 358 del Código Procesal Penal, se invalida el fallo de juicio simplificado de fecha doce de diciembre de dos mil trece dictada por el Juzgado de Garantía de Rengo, en sus autos RIT3003-2013,  reemplazándoselo por el que a continuación y separadamente se dicta. 

 
Regístrese y comuníquese. 

 
Rol Corte 649-2013.Rpp.- 

 
Pronunciada por la Primera Sala de esta Corte de Apelaciones, integrada por los  Señores Ministros Titulares Raúl Mera Muñoz, Ricardo Pairicán García y Fiscal Judicial Sra. Marcia Undurraga Jensen. 

Constanza Belloni Gil 

Relatora

 Rancagua, catorce de enero de dos mil catorce. 

 
Vistos y considerando: 

 
De la sentencia anulada se reproducen sus tres primeros motivos.  

 
Y teniendo además presente: 

 
Que como se dijo en el fallo de nulidad, el hecho imputado en el requerimiento no es constitutivo de delito por no resultar antijurídico, ya que no pudo afectar el bien salud pública, aún si cupiere en la descripción típica del artículo 8° de  la Ley 20.000, lo que a su turno es dudoso, por lo que no cabe sino absolver al imputado. 

 
Y visto además lo dispuesto por los artículos 373 letra b), 384 y 385 del Código Procesal Penal, se absuelve al imputado Gilberto Alejando Almanza Lira del requerimiento formulado en su contra como autor de la falta contemplada en el artículo 8° de la Ley 20.000. 

 
Regístrese y comuníquese. 

 
Rol Corte 649-2013.Rpp.- 


Se puso término a la audiencia firmando el Tribunal y la Sra. Relatora como Ministro de fe. 

 
Pronunciada por la Primera Sala de esta Corte de Apelaciones, integrada por los  Señores Ministros Titulares Raúl Mera Muñoz, Ricardo Pairicán García y Fiscal Judicial Sra. Marcia Undurraga Jensen. 
Constanza Belloni Gil 

Relatora

 
En Rancagua, a catorce de enero de dos mil catorce, notifiqué por el estado diario la sentencia que antecede.   
